Ligia Bolivar

Contradicciones de un proceso
que apunta a la impunidad

@« Lo masacre de El Ampcrc{

29.10.88: 14 pescadores son muertos en el Caiio La Colorada, cerca de ‘la
poblacién de El Amparo, Edo. Apure, por 19 funcionarios adscritos al
Comando Especifico José Antonio Pdez (CEJAP), del Ministerio de la
Defensa.Las versiones del Poder Ejecutivo identifican a las victimas com"o
presuntos guerrilleros colombianos que habrian enfrentado ala comisiéf‘n
del CEJAP; las primeras versiones oficiales indican igualmente que otras
dos personas resultaron heridas en la confrontacién. De estos hechcf)s
comenzaron a conocer el Tribunal Primero Permanente Militar, con sec}e
en San Cristébal, Edo. Téchira, a cargo del Mayor Asimilado del Ejército
Ricardo Pérez Gutiérrez. Los primerosen legaralsitio (doshoras después
de trascender la informacién, pese a que el lugar se encontraba a quinée

minutos de vuelo) son el Gral. Humberto Camejo Ariasy un pequeiio g‘rup'o )

de periodistas que participaban en un curso organizado por las Fuerzas
Armadas, todos trasladados en helicéptero. Posteriormente Hegé el
Batallén' de Selva ¥, por ultimo los funcionarios de la Policia Técnica
Judicial (PTJ). Pese ano haberse practicado pruebas criminalisticastales
como las pruebas de parafina, ni levantamientos planimétricos, ni
registros dactiloscépicos, la misma PTJ afirma desde el inicio estar “en
presencia de un posible enfrentamiento”.

JUSTICIA VS. LEGALIDAD LOS HECHOS
De los anélisis realizados en los
ultimos afios por la COPRE, el Fiscal
General de la Repiiblica ¥ hasta el
mismo Consejo de la Judicatura, se
puede concluir que en Venezuela el sis- |
tema judicial —y el militar no es pre-
cisamente la excepcién— ha sido des-
arrollado de manera tal que su finalidad
principal no consiste en buscar la -
verdad, sino.en utilizar los recursos
técnicos disponibles para dar a un hecho
apariencia de legalidad.
Serfa entonces estéril intentar llegar a
una conclusién sobre lo sucedido en el
Cario La Colorada en base a los recursos
judiciales aplicados, con el objeto de
discernir si hubo masacre o enfrenta-
miento; de allf que prefiramos remiti-
rnos alos hechos que comenzaron a salir
alaluz desde el mismo 29 de octubre de
1988 y que han sido corroborados por
testigos, técnicos, e investigaciones
independientes, basados en elementos
concretos e incuestionables, més all4 de
la especulacién y los formalismos
Jjuridicos.

queinvestigé el caso se hizo presente
para el acto de exhumacién realizado
los dfas 26 y 27 de diciembre de 1988,
designando como experto forense-
independiente al Dr. Jack Castr%),
fundador y ex-Director del Instituto
de Medicina Legal de la PTJ. Lds
resultados arrojados por el examen
médico forense se encuentran recog%i-
dos en la Pieza 4, folios 12 y si-
-guientes del expediente; dichos
resultados afirman que nueve de los
cuerpos presentaban disparos en %&l
créneo y once tenfan heridas en la
espalda; el mismo examen determiné .
que en al menos nueve casos lés
disparos fueron efectuados desde
distancias que oscilaban entre 1 y50
cms. de distancia, presentdndoge
igualmente tatuajes de pélvora el[n
varios casos. La exhumacién revela
igualmente que varios cuerpos prcla-
sentaban desprendimiento de mien:l-
bros, uno de ellos tenfa sefiales de
castracién, otro presentaba despren-
dimiento de la mandfbula y otros
mostraban quemaduras y laceracio-
nes que hacfan suponer la aplicacién
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_de torturas. | :
El equipamiento del supuesto co-
mando guenj:lero resulta, segiin la

misma Comisién del Congreso, bas-
tante pobre phra la realizaci6n de la
operacién que se dice que realizarfan:
16 hombres en una lancha con poco

combustible, iarmados con 4 armas

cortasy 4 largas; pese a que se afirma
que irfan a volar un oleoducto o a
atacar con explosivos un puesto mili-

tar, no hay explosivos, con excepcién
de una supuesta granada que, segtin
declaracionesd confusas de miembros
del CEJAP, |les habrfan lanzado,
estallando sin herir a nadie ?, el
" asunto de lds granadas “debe ser
precisado por:la Justicia Militar”, re-
comienda la Comisién del Congreso,
sin que hasta el presente se haya
brindado una explicacién satisfac-
toria al respéct;o; la mayorfa de las
victimas se encontraban descalzas y
vestfan panb'alones cortos (curioso
uniforme para un comando guerri-

" llero).
* Huber Bayona Rfos (alias Yaruro),

seflalado como confidente de la
DISIP y persona clave en el caso, es
detenido por una comisién de la DIM,
por instrucciones escritas del enton.
ces Presidente Jaime Lusinchi. En
declaraciones rendidas ante la DIM,
Bayona admite su participaciénenla
masacre de 103 14 pescadores, por lo
que la DIM 10 pone a las érdenes del
Tribunal Militar en calidad de
indiciado; en presencia del mismo
Jjuez, del Secr’etario del Tribunal y el
Fiseal coms;‘:ondiente, asf{ como de
funcionarios de 1a DIM, dos médicos
forenses militares practicaron un
examen determinéndose que Bayona
Rfos se encontraba en perfectoestado
de salud al momento de ser puesto a
las érdenes del tribunal militar. Las
actas correspondientes (declaracio-
nesy examen médico forense) noapa-
recen consignadas en el expediente;
en su lugar e agrega en autos, con
fecha 09.12.88, otra acta médico
forense supuestamente levantada
por médicos de la PTJ ,enlaque éstos
declaran que Bayona Rfos se encon-
traba lesionado.. El Juez ordena su
libertad y decreta la detencién de los
funcionarios de la DIM que habfan
llevado a cdbo 1a captura de Bayona
Rfos, basdfidose en cargos de
secuestroy tortura.
En enero dé 1989, la Comisién
Espeéial del bongreso aprueba por
unanimidad é] informe que resume
16sresultados de sus investigaciones.
/En dicho iriforme la Comisién,

" presidida por el Diputado Angel
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Zambrano, miembro del partido de

gobierno, afirma que: :

a) Quince de los 16 afectados por lo
sucedido en el Cafio La Colorada
son de nacionalidad venezolana;

b) Ninguno de los fallecidos tenfa re-
gistros por antecedentes penales,
como tampoco en la DIM, ni en el
DAS de Colombia;  * '

¢) En cuanto a los resultados arroja-
dos por la exhumacién —practica-
da a peticién de la Comisién— se
afirma que “...la existencia en los
cadéveres de gran cantidad de
perforaciones de bala con orificio
de entrada por la espalda y parte
posterior de la cabeza, algunas de
ellas efectuadas a muy poca dis-
tancia del cuerpo, lo que hace pre-
sumir que la muerte de los catorce
(14) pescadores nofue producto de
un enfrentamiento, sino de un he-
cho distinto”; L

d) Para el desarrollo de sus investi-
gaciones, la Comisién no conté con
la cooperacién del Juez Pérez Gu-
tiérrez por lo que sefiala: “conside-
ramos que es procedente abrir una
averiguacién exhaustiva de la ac-
‘tuacién del referidojuez,llevadaa
cabo desde la fecha en que asumié
dicho cargo hasta hoy”.

Lejos de ser sometidoainvestigacién,

el juez Pérez Gutiérrez sigue

actuando en el casoy en julio de 1989

dicta auto de detencién contra Rafael

Barreto, Vice-Presidente de la

Cémara de Comercio del Dto. Péez,

Edo. Apure, dos militares adscritos a

la DIM y un efectivo de la DISIP, por

los presuntos delitos de secuestro y

torturas de Bayona Rfos. Barreto so-

licita asilo en la Embajada de Costa

Rica donde permanece por varios

dfas, por considerarse “perseguido

polftico de la justicia militar”. Dias
maés tarde, Barreto abandona la sede
diplomaética y se pone a derecho ante
el Tribunal Primero Permanente de

San Cristébal, una vez que los abo-

gados que ejercen su defensa apelan

" el auto de detencién y solicitan se

reconstruya el expediente, mediante

la certificacién de las comunicaciones
entre el entonces Presidente de la

Repiblicayla DIM, yla consignacién

de copiaauténtica del actalevantada

ante el mismo tribunal por los
médicos forenses militares, en la que

. consta que Bayona Rfos fue puesto a

disposicién del Tribunal Militar sin

maltrato alguno. Tan pronto como el

JuezPérez Gutiérrez esreemplazado

por las nuevas autoridades del

tribunal militar, el Juez a cargodela
investigacién remite el caso al

Consejo de Guerra, el cual revocé los

autos de detencién que pesaban con-

tra Barreto y los efectivos militares,
confirméndose la falsedad de la
imputacién por secuestro y torturas,

delitos que, en todo caso y en el

supuesto negado de que se hubiesen

producido, debfan haber sido del -

conocimiento de la justicia penal

" ordinaria, por encontrarse tipifica-

dos en el Cédigo Penal.

Existen elementos suficientes para
afirmer que el juez Pérez Gutiérrez
incurrié en hechos punibles tipi-

- ficados en el articulo 579, ordinales 3
y 4 del Cédigo de Justicia Militar, por

haber obrado con dolo, consignando
hechos falsos de las actuaciones,

" adulterando la verdad procesal y

omitiendo, sustrayendo y ocultando
pruebas procesales. El conjunto de
actuaciones irregulares acumuladas

por parte del Juez Pérez Gutiérrezen

este perfodo da origen a tres solici-
tudes de apertura de investigacién
sobre sus actuaciones; tales averi-
guaciones son solicitadas por la
Comisién Especial del Congreso, por

el entonces Presidente del Consejode
guerra de San Cristébal, Crnel.
Angel Edecio Zambrano Chaparro y
por los abogados que representan a
los familiares de las victimas. Sin

.embargo, en febrero de 1990, en

respuesta a una comunicacién de los

" abogados de las victimas en la que se

solicitaba informacién sobre el
estado de las investigaciones soli-
citadas, ‘el director de Derechos Hu-
manos de la Fiscalfa General se
dirige a los mencionados abogados

_por un oficio en el cual se expresa que

“segiin informacién suministrada

" por la Direccién General Sectorial de

Justicia Militar, a requerimiento de
esta Direccién de Derechos Huma-
nos, el ciudadano Presidente de
1a Repiiblica en su carécter de Fun-
cionario de Justicia Militar, y con-
forme aloestipulado en el artfculo 54
ordinal 2 en relacién a las denuncias
contra el Mayor (Ej) RICARDO
PEREZ GUTIERREZ, ordené lano

apertura de Averiguacién Suma-

rial...” (subrayado nuestro).
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(COMO SE VALORAN ESTOS
HECHOS EN EL EXPEDIENTE?

Todos los hechos y elementos que
hemos sefialado se encuentran recogi-
dos en el expediente que ahora revisa la
Corte Marcial; el reto de las préximas
semanas para los miembros de 1a Corte
consistird en examinar la decisién del
Consejo de Guerra —segun la cual lo
ocurrido en el Cafio La Colorada fue un
enfrentamiento— y determinar si tal
decisi6n se corresponde con los elemen-
tos hasta ahora acumulados. Ninguna
decisién podr4 ser satisfactoria a los ojos
de la opinién piiblica a menos que se
respondan las siguientes interrogantes:
- ¢(Por qué el Juez Pérez- Gutiérrez

permite el levantamiento de los cad4-

veres sin que se hayan realizado las
pruebas criminalfsticas indispen-
sables para determinar lo sucedido?

- {Por qué el Juez Pérez Gutiérrez de-
mora en diferentes ocasiones la soli-
citud de exhumacién solicitada porla
Comisién Especial del Congreso?

- ¢Por qué el Juez Pérez Gutiérrez —y
los jueces militares que posterior-
mente han examinado el expedien-
te— no toman en-cuenta los resulta-
dos de las experticias médico-
forenses practicadas por un profesio-
nal de reconocida trayectoria comoes
el Dr. Jack Castro, fundador y ex-
Director del Instituto de Medicina
Legal de la PTJ?

- ¢{C6émo podrfa justificarse la versién

de enfrentamiento cuando las exper-
ticias médico-forense dan cuenta de .

disparos con orificio de entrada porla
espalda y la parte posterior de la
cabeza en la mayorfa de las victimas,

con distancias de tiro que oscilan °

entre unoy 50 cms.?

- ¢(Cémo afirmar que los fallecidos
acudieron al sitio con intenciones de
realizar una operacién guerrillera de
tipo militar si se encontraban tan
precariamente equipados y si no se
han aclarado el asunto de las
granadas y las armas que supuesta-
mente portaban?

- ¢Por qué el Juez Pérez Gutiérrez
nunca tomé en cuenta las decla-
raciones de Addn de Jesus Tovar,
policfa de El Amparo que brindé
protecci6n a los sobrevivientes?

- ¢(Por qué el Juez Pérez Gutiérrez
acusa de secuestro y torturas a
funcionarios que actuaron en la
detencién de Bayona Rfos con
instrucciones expresas y escritas del
entonces Presidente Lusinchi?

- ¢Por qué el Juez Pérez Gutiérrez deja
en libertad a Bayona Rfos, testigo
clave del caso, de quien hasta hoy ke
desconoce su paradero y no se ha
practicado su detenci6én?

- ¢Por qué el Presidente Pérez —quien
en su campafia electoral ofreciera
investigar el casoafondo—ordena no
abririnvestigaciones PEDIDAS POR
TRES VIAS DIFERENTES contralel
Juez Pérez Gutiérrez, a sabiendas He
que una mala instruccién de la eta‘pa
sumarial del proceso traerfa como
consecuencia una sentencia absollu-

. toria al imponerse la versién de en-
frentamiento frente a la de masacre?

JHAY OTROS VEREDICTOS?

Sin duda, pocos casos han causado
tanto impacto y generado tanlta
movilizacién dentro y fuera del péfs
como el de El Amparo. Los sucesos del
Catio la Colorada han sido reconocidos
COMO una masacre por un gran niimero
de personas = instituciones, bien sed

. i
porque lo han explicitado verbal y docu-
mentalmente, o porque a través de s!us
actitudes han puesto de manifiesto que
loallf ocurrido nofue un enfrentamiento
con irregulares colombianos.

Quizds el gesto més desconcertante
que se recuerde al respecto es el _(flel
entonces Presidente Jaime Lusinchi,
quien no s6lo recibié a madres y viudas
en Miraflores con més cara de pésax[ne
que de Jefe de Estado agredido ﬁor
acciones subversivas, sino que ademds
ordené el otorgamiento de ayudas len
efectivo, bolsas de comida y construc-
cién de viviendas, apuntdndose para
Venezuela el insélito récord de ser; el
tinico pafs del mundo que otorga ayuda
material a familiares de “guerril]er’os”
extranjeros muertos al enfrentarse con
fuerzas regulares.

Més alld de la compleja trama |de
legalismos, desde hace tres afios y medio
la opinién piblica viene dando su propio
veredicto que apuntaala calificacién del
hecho como masacre, interpretacién

-que, a la Iuz de los hechos que se Han

acumulado, ha generado numerosas ‘ac-
ciones de solidaridad nacional e inter-
nacional. '
A nivel oficial est4 el informe dé la
Comisién Especial del Congreso|—
presidida por un diputado del partidq de
gobierno y con aprobacién undnime—
enel que serechazalaversién de enfr%n—
tamiento: estdn ademé4s las gestiones
realizadas por la DIM, que llevan dla
captura de “Yaruro” en calidad |de

indiciado, y los intentos de la Fiscalfa
General de la Repiblica por anular la
decisién que déljaba en libertad a los
miembros del CEJAP en mayo de 1989.

_ Enel sector rlaligioso, el Cardenal, los
obispos de Caral:as, la Vicarfa Episcopal
de Derechos Humanos y la Comisién de
Justicia y Paz|del Secretariado Con-
junto de Religiosos y Religiosas de
Venezuela, han desarrollado diversas
acciones que van desde visitas a la zona
para la realiza,&:ién de investigaciones
independientest la elaboracién de pro-
nunciamientos piblicos, hasta ayunos,
celebraciones elicarfsticas y la acogida
de los sobrevivientes al amparo de la
Arquidiécesis de Caracas, en momentos
en que su seguridad personal corrfa
peligro.

Por otra parte, més de 30 organiza-
ciones, incluidals asociaciones profesio-
nales, sindicatos, comunidades cristia-
nas, grupos populares, estudiantiles y
de derechos humanos, se constituyeron
como Comité Contra el Olvido y la
Impunidad en E] Amparo, instancia que
desde hace dos afios y medio viene
coordinando una serie de acciones de
solidaridad y movilizacién dentro y
fuera del pafs.

A nivel internacional, el Departa-
mento de Estado de los EEUU, Amnistfa
Internacional, la Comisién Andina de
Juristas y ell Relator Especial de
Naciones Unidas sobre Ejecuciones Ex-
trajudiciales, han venido haciendo in-
vestigaciones y|seguimiento del proceso
desde el momento mismo en que se
produce el incidente, afirmando que se
trata de una masacre.

Cabe sefialar que todos estos vere-
dictos, asf com? el convencimiento en la
mayorfa de la poblacién sobre los
sucesos del Cafio La Colorada, se han
producido a pesar de los intentos de
censura contra los medios por dar a
conocer informaciones adicionales sobre
la masacre; estas acciones de censura se
tradujeron en la detencién de dos
camardégrafos )L una periodista de la TV
colombiana, 14 “retencién” del perio-
dista Gustavo Azécar corresponsal de El
Nacional en San Cristébal, la edicién
recortada de una rueda de prensa “en
vivo” ¢on el bral. Camejo Arias, la
suspensién del programa de Napoleén
Bravo cuando entrevistaba a los
sobrevivientes, entre otras. Tampoco
han faltado las amenazas e intentos de
amedrléntamiehbo contra quienes han
intentado dar a conocer la verdad de lo
sucedido. ' ’

Ante tantos elementos vale la pena
preguntarnos: jPueden estar equivoca-
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das todas estas personas e institucio-
nes? ;Puede haber confianza en la
justicia cuando ésta estd mds inte-
resada en encubrir la verdad mediante
trampas procesales que en establecer
objetivamente las circunstancias de lo
sucedido? En momentos en que ‘el
escepticismose apodera del énimo delos
venezolanos, jqué razones pueden
existir para que las autoridades
prefieran asumir el costo polftico deuna
decisién que apunta nuevamente a la
impunidad?

DE EL AMPARO A LOS ANGELES

Pocos dfas después de la sentencia
" absolutoria favorable a los funcionarios
del CEJAP, se produce una sentencia
que sacude a la opinién publica nortea-
mericana; un ciudadano de raza negra
habfa sido fuertemente golpeado por
policfas de Los Angeles; el hechoesreco-
gido en video por un aficionado, pero los
efectivos policiales son absueltos en el
proceso judicial. Cerca de 2.000 incen-
dios, unos 50 muertos y miles de heridos
y detenidos son el saldo de las protestas
en Los Angeles, que pronto se extienden
aotrasciudades delos Est.ados Unidosy
CanadA.

Aunque en materia de derechos
humanos las comparaciones son siem-
pre incémodas e insuficientes, es
evidente que desde el punto de vista
social resulta mucho mésescandalosala
masacre de 14 personas que una golpiza
a una persona. ;Por qué, entonces, los
venezolanos parecen no haber reac-
cionado frente a la decisién sobre El
Amparo? ;Es que somos un pueblo apé-
tico? ;Serd que es necesario un testi-
monio gréfico —como el video de Los
Angeles— para que la gente reaccione?
Responder afirmativamente a estas
preguntas serfa simplista eirrespetuoso
hacia un pueblo que no debe ser
menospreciado.

Hay que recordar que, por ejemplo,
en febrero de 1990, la indignacién
popular frente a la actuacién judicial se
manifiesta en varias ciudades vene-
zolanas que son afectadas por saqueos y
protestas callejeras, arafz de la decisién
dela Corte Suprema de Justiciasegiinla
cual los hechos que ocasionaron el
mayor dafio patrimonial conocido hasta
entonces (caso RECADI), no revestfan
cardcter penal. Igualmente, en los
dltimos afios la Poblada se ha
convertido en un hecho frecuente en
ciudades y pequefias poblaciones que se
sienten burladas por una justicia que

para lo vinico que parece ser ciega es
para reconocer la verdad y el atropello.

Segin el Diccionario Electoral ?, la
protesta y la manifestacién son legf-
timas formas de participacién polftica,
cuyo uso es mds frecuente en la medida
en que los canales regulares resultan
insuficientes para la resolucién de
conflictos. La insuficiencia de los
mecanismos jurfdicos han llevado a la
poblacién a hacer uso de la protesta
durante los tdltimos afios, incluso
durante las primeras semanas poste-
riores al 4 de febrero. Sin embargo, no
deja de ser llamativo que tan pronto
como el gobierno anuncia el restableci-
miento de aquellas garantfas que ain
continuaban suspendidas —incluido el
derecho a manifestacién—los niveles de
conflictividad social se han reducidoasu
mfnima expresién.

Tres afios y medio de lucha y movi-
lizacién buscando justicia para El
Amparo, deberfan ser suficientes para
considerar que la falta de reaccién de la
poblacién frente a la decisién del
Consejo de Guerra no significa la
aceptacién dela sentencia. Pero por otra
parte, en un pafs donde los dirigentes
han desarrollado una increfble habi-
lidad para dar su propia interpretacién
a las manifestaciones de protesta, no
serfa extrafio que las autoridades
interpretaran esta falta de reaccién
como consentimiento de la impunidad.
Naturalmente, no creemos que acciones
como las vividas recientemente en los
Estados Unidos deben estimularse con
el objeto de lograr un cambio de rumbo
en el proceso de El Amparo a nivel dela
Corte Marcial; sin embargo, si la Corte
Marcial persiste en ocultar la verdad,
mediante la ratificacién de la decisién
absolutoria del Consejo de Guerra, y la
gente no se pronuncia masivamente
frente a tal hecho, estaremos frente a
una sefial inequivoca de que el vene-

- zolano ha perdido su capacidad de

asombro, en un pafs que pasa de forma
alarmante de la insuficiencia de los
canales al agotamiento del modelo.

La reaccién —por abrumadora que
parezca— es més saludable que la
pasividad. Pero todavfa falta saber c6mo
interpretard la Corte Marcial esta
sefial.

NOTA

1. Diccionario Electoral, Instituto
Interamericano de Derechos Humanos,
San José, 1990.
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PROVEA
se muda

O

El Programa Venezolano
de
Educacién - Accién
en
Derechos Humanos

cambia de sede
a partir del lunes 1° de junio
a la siguiente direccién:

Boulevard Panteon

Edif. Centro Plaza Las
Mercedes

Puente Trinidad a Tienda
Honda

Local 6, P.B.
Caracas
Venezuela
" Apartado Postal 5156
Caracas 1010-A

Telf.: 82.11011 y 81.6669
Fax: 81.6669

La nueva sede fue adquirida
gracias a una donacién
solidaria de MISEREOR
(Agencia de Cooperacién de
la Iglesia Catélica de
Alemania).




